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    DOS GRANDES DESAFÍOS 

 

 En el último mes han aparecido dos grandes desafíos: uno tiene que ver con el 
derecho a la alimentación, el otro con el derecho a una educación de calidad. A 
continuación intentamos sintetizar la información referente a ambos, para que nuestros 
lectores puedan, desde la sociedad civil, incidir en ellos y buscar garantizar para todos 
los peruanos y peruanas estos dos derechos básicos fundamentales. 

 

EL PROBLEMA ALIMENTARIO 

 Durante el último mes, tanto a nivel internacional como nacional, se ha alertado 
sobre el desencadenamiento de una crisis alimentaria a nivel mundial. La alerta ha sido 
dada tanto por el Secretario General de las Naciones Unidas, el 18 de mayo, como por 
la Organización para la Agricultura y la Alimentación de las Naciones Unidas (FAO). Pero 
también por los países del G-71, por las consultoras internacionales de renombre como 
Bloomberg y McKinsey; así como también por revistas como The Economist y diversos 
diarios internacionales. 

 El problema tiene diversas causas, siendo las dos más importantes el cambio 
climático que ha originado sequías con la consiguiente pérdida de cosechas en diversos 
países productores de granos como China, Brasil, etc. Y también la invasión rusa a 
Ucrania, ambos importantes exportadores mundiales de trigo, maíz, aceite de girasol y 
fertilizantes.  Todo ello ha ocasionado una importante alza en el precio de los alimentos 
a nivel mundial. 

 En nuestro país, por ahora, el problema está centrado en la escasez de 
fertilizantes, tema en el que coinciden todos los analistas. En lo que hay discrepancia es 
en el nivel de afectación que esto tendrá en la producción agrícola nacional, cuya 
campaña 2022-2023 se inicia con las siembras de julio-agosto. Para unos, como 
CONVEAGRO (Convención Nacional del Agro) esta situación puede reducir hasta en un 
40% los rendimientos productivos, con la consiguiente alza de precios y un gran impacto 
en las economías populares. Otros señalan que esta cifra es exagerada. Por ejemplo, 

                                                           
1 ) El G-7 está conformado por Estados Unidos, Canadá, Gran Bretaña, Francia, Alemania, Italia y Japón 
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Fernando Cillóniz, empresario agrario y ex gobernador regional de Ica, afirma que “decir 
que la producción del agro bajará un 40% es exagerado”2. 

 Lo que sí es cierto es que esta situación agravará el problema que enfrentan 
actualmente los hogares peruanos debido al alza de diversos productos alimenticios 
como el pan, fideos, harina, aceite, pollo, huevos etc.  

Lamentablemente la capacidad de  respuesta del gobierno de Castillo deja mucho 
que desear, a pesar de los reiterados pedidos de los gremios y especialistas agrarios 
para que actúe de inmediato. Estamos pagando la irresponsabilidad con la que se ha 
manejado el MIDAGRI (Ministerio de Desarrollo Agrario y Riego), nombrando como 
ministros a personas que no tienen ningún conocimiento del sector, como lo fue el 
anterior Ministro Zea y lo es el actual Ministro Fernando Arce. 

Los especialistas sostienen que además de una decidida intervención de gobierno 
a gobierno para lograr obtener los fertilizantes se requiere dar crédito a los agricultores 
para evitar que debido al alza de los costos de los insumos agrarios se siembre una 
menor superficie en la campaña agrícola 2022-2023.  

También sugieren ampliar la cobertura de programas sociales como Juntos, 
Pensión 65 y Qali Warma; así como también un apoyo permanente y oportuno a las ollas 
comunes y comedores populares; pues, como señala David Rivera, “Si consideramos 
que, en el quintil más pobre, el 50% del gasto total de las familias se destina a 
alimentación, y un 25% a energía, transporte, vivienda, no existe espacio para “ajustar” 
gastos; la única “salida” es dejar de comer”. Ya la FAO ha advertido que esta situación 
de crisis alimentaria podría afectar a 15,5 millones de peruanos3. 

Carolina Trivelli, especialista en temas de pobreza y desarrollo rural y ex ministra 
del MIDIS (Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social) afirma que tenemos la capacidad 
de afrontar esta crisis, debido a que nuestra producción agrícola es diversificada. Sin 
embargo, debido a la inacción estatal parece que no lo lograremos. Ella afirma, en el 
artículo de David Rivera antes citado, que “Si no se brinda apoyo social a las familias 
para que puedan comprar alimentos que serán aún más caros, y si no se asegura que 
los agricultores puedan producir en la campaña que se avecina, la profundidad y duración 
de esta crisis global será mayor para el Perú de lo que tendría que ser”. 

Coincidimos plenamente con Rivera cuando dice “La crisis será de tal magnitud 
que debería originar una movilización nacional como la que logró articular Estado, 
empresa y sociedad civil para enfrentar la pandemia del COVID-19. Pero, ¿es posible 
conseguirla cuando el gobierno parece no tener idea de la dimensión de lo que está 
ocurriendo y de lo que está por venir?” Prueba de que no tiene ni idea son las 
declaraciones del Presidente Pedro Castillo al respecto, quien dijo “Antes creíamos en la 
hambruna. Hoy hambruna solo le va a dar a los que no trabajan, a los ociosos”. 

Esta situación también debería llevarnos a replantear la necesidad de producir 
nuestros propios fertilizantes, lo que se podría hacer a partir de los fosfatos de Bayóvar, 

                                                           
2 ) La República, 28 de mayo del 2022. 
3 ) Crisis alimentaria: “catastrófico” y “apocalíptico. La República, 23 de mayo del 2022. 
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que hoy exportamos en bruto. Y también debería ser ocasión para explorar la posibilidad 
de usar otro tipo de fertilizantes orgánicos, lo que ayudaría en los esfuerzos de mitigar el 
cambio climático. También sería importante retomar la propuesta paralizada de la 
llamada segunda reforma agraria, que estaba basada en el desarrollo de la agricultura 
familiar, cuyo desarrollo nos permitiría hacer frente a la inseguridad alimentaria que se 
nos viene. 

EL RETROCESO EN EL SECTOR EDUCATIVO 

 Este mes también hemos presenciado como desde el Congreso se han aprobado 
dos leyes (todavía no promulgadas por el Ejecutivo) que afectan al sector educativo. 

 El caso de la SUNEDU 

 Como se recordará, en 1996 el gobierno de Alberto Fujimori dio el Decreto ley 882  
“Ley de promoción de la inversión privada en educación”. Dicha ley abrió las puertas para 
el lucro en el sector educativo. Desde esa fecha hasta 2014 las universidades privadas 
pasaron de 25  a 92. Efectivamente, al amparo de dicha ley se crearon una serie de 
instituciones de educación superior y universitaria de dudosa calidad, que, como se ha 
demostrado ampliamente, eran una verdadera estafa para sus estudiantes y una 
verdadera fábrica de títulos, por una módica suma.  

Para muestra un botón. En estos días se ha dado a conocer algo inverosímil: la 
universidad propiedad de César Acuña, el líder de Alianza para el Progreso (APP), la 
César Vallejo ha aprobado 83,788 tesis, en 30 años, es decir, 2,793 anuales, 232 
mensual,10 diarias. En cambio, la Pontificia Universidad Católica del Perú en 100 años 
ha aprobado 18.580 tesis y la Universidad Nacional Mayor de San Marcos en 450 años 
de existencia aprobó17.430 tesis. Si eso no es negocio ¿qué es? 

            Para tratar de mejorar la calidad educativa, en el 2014 se aprobó la creación de 
la Superintendencia Nacional de Educación Superior Universitaria (SUNEDU), cuyo 
principal objetivo era licenciar y supervisar a las universidades, sus filiales, facultades y 
programas académicos, con el fin de exigir a las 144 universidades entonces existentes 
niveles mínimos de calidad, para lo cual se les otorgó un plazo prudencial para que se 
adaptaran a las nuevas exigencias. 

             Al final lograron acreditarse 47 universidades públicas, 46 privadas, y dos 
escuelas de negocios, quedando sin acreditación 47 universidades (1 pública y 46 
privadas) y dos escuelas de posgrado. Varias de las que lograron la acreditación para 
seguir funcionando se vieron obligadas a cerrar algunas de sus filiales (como la 
Universidad César Vallejo en Tacabamba) o programas de maestría y doctorado, debido 
a que no cumplían con los requisitos mínimos de calidad.   

Todo esto dejó a sus propietarios con sangre en la cara y desde entonces, usando 
el poder político que sus grandes ganancias les permitió obtener, han buscado acabar 
con la SUNEDU vía sus representantes en el Congreso. Es así que Podemos, Acción 
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Popular, Alianza para el Progreso y Fuerza Popular, con el entusiasta apoyo de Perú 
Libre, pudieron lograr hacerlo este mes. 

La Ley aprobada, llamada irónicamente “Ley que restablece la autonomía y la 
institucionalidad de la universidad peruana” cambia sustancialmente la naturaleza de la 
SUNEDU, siendo los principales cambios: 

+ Excluye al Ministerio de Educación (MINEDU) de su rol rector en SUNEDU 

+ Cambia la conformación del Consejo Directivo. Actualmente tiene siete miembros, de 
los cuales cinco son nombrados en concurso público (lo que asegura la calidad de los 
mismos), uno representa al MINEDU y otro al CONCYTEC (Consejo Nacional de Ciencia 
y Tecnología). En la nueva ley además del representante del MINEDU y CONCYTEC se 
agrega uno del SINEACE (Sistema Nacional de Evaluación, Acreditación y 
Certificaciónde la Calidad Educativa), uno por los colegios profesionales; y  tres de las 
universidades públicas y privadas. Esto último es un absurdo total pues los supervisados 
pasan a tener una presencia importante en el organismo fiscalizador.  

+ Actualmente es el MINEDU el que designa, por concurso público, al Superintendente 
de la SUNEDU. En la nueva ley esta atribución pasa al Consejo Directivo. 

+ Elimina el financiamiento que hoy presta el MINEDU para mejorar la calidad de las 
universidades públicas. 

En la práctica la nueva ley significa volver al sistema anterior, donde era la 
Asamblea Nacional de Rectores (ANR) la que tomaba las decisiones sobre el sistema 
universitario, es decir, eran juez y parte. Coincidimos con Nicolás Lynch, ex Ministro de 
Educación, cuando afirma que “La composición del Consejo Directivo de la SUNEDU no 
debe incluir a rectores o representantes elegidos por los mismos.  La razón es que estos, 
como mostraron en el caso de la fenecida ANR, una vez instalados, hay una alta 
probabilidad que desarrollen intereses corporativos de corto plazo y pierdan una mirada 
de conjunto del sistema universitario”4. 

Felizmente el Ejecutivo Gobierno observó la ley del Congreso sobre la SUNEDU, 
señalando que la norma es contraproducente con la reforma universitaria y que “atenta 
contra la imparcialidad objetiva, autonomía e independencia funcional de la Sunedu”. 
Pero es previsible que el Congreso la apruebe por insistencia. 

Es por eso que desde la sociedad civil se ha iniciado un proceso de recojo de 
firmas para lograr que el Tribunal Constitucional declare la inconstitucionalidad de la ley, 
que en la práctica implica el fin de la SUNEDU.  Es importante respaldar esta iniciativa 
para impedir que los intereses mercantilistas y mafiosos que hoy tienen gran presencia 
en el Congreso se salgan con la suya y perjudiquen el derecho de todos los peruanos y 
peruanas a acceder a una educación de calidad. 

                                                           
4 ) 18 de mayo 2022.  La SUNEDU: una propuesta de consenso | OtraMirada 

https://otramirada.pe/la-sunedu-una-propuesta-de-consenso
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El caso de la ESI (Educación Sexual Integral) 

 
El Congreso aprobó el  proyecto de Ley nº 904, por el cual, en la práctica, las 

Asociaciones de Padres de Familia (APAFAS) comités y otras asociaciones de padres 
de familia definirán el contenido de los cursos de Educación Sexual Integral (ESI), pues 
establece que será necesaria su conformidad para su aprobación o publicación (artículo 
4).Además hace pender una espada de Damocles contra el profesorado pues en su 
artículo 2 señala la prohibición de promover ideologías y prácticas que puedan configurar 
“un delito sancionado por lo moral y por el Código Penal”. La formulación es tan amplia 
que se presta a todo tipo de interpretación y arbitrariedades.  

 
El controvertido Proyecto de ley recibió la siguiente votación: 

 

 

Como bien señala la abogada y periodista Rosa María Palacios: “la tragedia está 
en que cuando más urge educación sexual integral, un grupo de ideología negacionista 
se opone. No hay una cosa llamada “ideología de género” en la escuela que pueda 
“homosexualizar” a tus hijos. Eso es falso. Lo real es la brutal violencia”. Y agrega que 
“Los que se declaran “provida” y “profamilia” tienen mucha más ideología negacionista y 
machista que todo el currículo y materiales educativos de la escuela pública. Son el 
verdadero peligro y son mayoría en el Congreso. 88 votaron por entregar derecho de 
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censura a terceros sobre materiales educativos. Una acción ridícula, como todos los 
vetos, porque no pueden censurar internet”5. 

 Como señalan los de la ONG Desco: “Escuchar los argumentos de distintos 
congresistas sobre la existencia de «textos con contenido pornográfico» da cuenta de 
dos posibilidades: que sus asesores no supieron darles la información correcta o que se 
trata de una postura para identificarse o congraciarse con grupos ultraconservadores, 
que están convencidos de que el enfoque de género y la educación sexual integral 
promueven la homosexualización y la iniciación sexual temprana de los jóvenes” 6.  
 

Como también señalan los de Desco “Las y los jóvenes tienen todo el derecho de 
recibir información calificada que les permita evitar embarazos no deseados o 
enfermedades de transmisión sexual; esa información debe ser técnicamente bien 
cualificada con el concurso de opiniones expertas, con estrategias pedagógicas 
validadas y con docentes en las aulas con las mejores capacidades para hacerlo”. 

Los del Instituto de Derechos Humanos de la Pontificia Universidad Católica del 
Perú (IDEHPUCP) critican que esta ley “ignora que el Tribunal Constitucional ha 
resaltado la importancia de enfoque de género para la materialización del derecho a la 
igualdad estableciendo que este debe aplicarse en todos los ámbitos, y que la Corte 
Suprema ha declarado constitucional el enfoque de género en el currículo nacional. 
También omite que la Corte de Derechos Humanos ha establecido el derecho a la 
educación comprende a la educación sexual integral y que otros órganos de derechos 
humanos vienen subrayando su relación con derechos, como la igualdad y la salud, 
desde hace varios años”7. 

Según la Defensoría del Pueblo la Educación Sexual Integral (ESI) responde a la 
Política Nacional de Igualdad de Género en tanto “contribuye a reducir problemas 
relacionados con la salud sexual y reproductiva, como la tasa de embarazos en la 
adolescencia” por lo que ha solicitado que el Ejecutivo no promulgue la norma. El 
Ministerio de Educación, el Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables y diversos 
colectivos de la sociedad civil se han manifestado en el mismo sentido. 

 
 
 
 
Lima, 31 de mayo del 2022. 

                                                           
5 ) Hablemos de Sexo, La República 8 de mayo del 2022 
 
6 ) “La arremetida de con mis hijos no te metas”. Desco Opina Regional, 27 de mayo de 2022. 
 
7 ) Subrayado del original Educación y el rol de los padres de familia: ¿Por qué #NoAlPL904? - IDEHPUCP PUCP 

https://tc.gob.pe/jurisprudencia/2019/01479-2018-AA.pdf
https://tc.gob.pe/jurisprudencia/2019/01479-2018-AA.pdf
https://es.scribd.com/document/404309426/64-Sentencia-CNEB-Web
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_405_esp.pdf
https://idehpucp.pucp.edu.pe/revista-memoria/articulo/educacion-sexual-una-cuestion-de-derechos-humanos/
https://idehpucp.pucp.edu.pe/analisis1/educacion-y-el-rol-de-los-padres-de-familia-por-que-noalpl904/

